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ENMIENDA DE SUPRESIÓN 

de los 

ARTÍCULOS 6 Y 7 

y 

DISPOSICIONES 4 Y 16 
 

 

Al Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, 

por el que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta 

a las consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania. 
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ENMIENDA PA 01 

De Supresión 

Del Artículo 6 

 

Texto 

Artículo 6.  Procedimiento de determinación de afección ambiental para proyectos de energías 

renovables.  

1. Los proyectos no ubicados en medio marino a los que se refieren los apartados i) y j) del Grupo 3 del Anexo I y los 
apartados g) e i) del Grupo 4 del Anexo II de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental se 
someterán a un procedimiento de determinación de las afecciones ambientales siempre que cumplan, 
conjuntamente, con los requisitos que se señalan a continuación: 

a) Conexión: Proyectos que cuenten con líneas aéreas de evacuación no incluidas en el grupo 3, apartado g) del 
Anexo I de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 

b) Tamaño: 
1.º Proyectos eólicos con una potencia instalada igual o inferior a 75 MW. 
2.º Proyectos de energía solar fotovoltaica con una potencia instalada igual o inferior a 150 MW. 

c) Ubicación: Proyectos que, no ubicándose en medio marino ni en superficies integrantes de la Red Natura 
2000, a la fecha de la presentación de la solicitud de autorización por el promotor estén ubicados 
íntegramente en zonas de sensibilidad baja y moderada según la «Zonificación ambiental para la 
implantación de energías renovables», herramienta elaborada por el Ministerio para la Transición Ecológica y 
el Reto Demográfico. 

Este procedimiento será de aplicación a los proyectos respecto de los cuales los promotores presenten la solicitud de 
autorización administrativa de las previstas en el artículo 53 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico, ante el órgano sustantivo antes del 31 de diciembre de 2024. 

2. Los proyectos a los que se refiere el apartado 1 no estarán sujetos a una evaluación ambiental en los términos 
regulados en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, en la medida en que así lo determine el informe al que se refiere el 
apartado 3 de este artículo. No obstante, los términos empleados en este artículo se entenderán de conformidad con 
las definiciones recogidas en el artículo 5 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 

3. El procedimiento de determinación de las afecciones ambientales se desarrollará conforme a los siguientes trámites: 
a) El promotor deberá presentar al órgano sustantivo para la autorización la siguiente documentación: 

1º. Solicitud de determinación de afección ambiental para proyectos de energías renovables. La solicitud 
de determinación de afección ambiental deberá cumplir los requisitos generales administrativos 
recogidos, con carácter general, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 

2º.  El proyecto consistente en el anteproyecto previsto en el artículo 53.1.a) de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre. 

3º.  El estudio de impacto ambiental con los contenidos previstos en los artículos 5.3.c) y 35 y en el anexo 
VI de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 

4º.  Un resumen ejecutivo que cuantifique los impactos acreditados respecto de los aspectos recogidos en 
el apartado 3.b). 

 Siempre que la documentación esté completa, el órgano sustantivo remitirá la documentación al órgano 
ambiental en un plazo de 10 días. En el caso de que no esté completa la documentación, previo trámite de 
subsanación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 68.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas el órgano sustantivo tendrá al 
promotor por desistido.  

b) El resumen ejecutivo elaborado por el promotor, deberá abordar de modo sintético las principales afecciones 
del proyecto sobre el medio ambiente en función de los siguientes criterios:  
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1º. Afección sobre la Red Natura 2000, espacios protegidos y sus zonas periféricas de protección y 
hábitats de interés comunitario.  

2º. Afección a la biodiversidad, en particular a especies protegidas o amenazadas catalogadas 
3º. Afección por vertidos a cauces públicos o al litoral. 
4º. Afección por generación de residuos. 
5º. Afección por utilización de recursos naturales. 
6º. Afección al patrimonio cultural. 
7º. Incidencia socio-económica sobre el territorio. 
8º. Afecciones sinérgicas con otros proyectos próximos al menos, los situados a 10 km o menos en parques 

eólicos, a 5 km en plantas fotovoltaicas y a 2 km respecto de tendidos eléctricos. 

c) A la vista de la documentación, el órgano ambiental analizará si el proyecto producirá, previsiblemente, 
efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, y elaborará una propuesta de informe de 
determinación de afección ambiental, que remitirá al órgano competente en materia de medio ambiente, el 
cual dispondrá de un plazo de diez días para formular observaciones. Transcurrido dicho plazo, la falta de 
respuesta se considerará como aceptación del contenido de la propuesta de informe a efectos de proseguir 
las actuaciones.  

d) En todo caso, el órgano ambiental formulará el informe de determinación de afección ambiental en el plazo 
máximo de dos meses desde la recepción de la documentación. En dicho informe se determinará si el 
proyecto puede continuar con la correspondiente tramitación del procedimiento de autorización por no 
apreciarse efectos adversos significativos sobre el medio ambiente que requieran su sometimiento a un 
procedimiento de evaluación ambiental o si, por el contrario, el proyecto debe someterse al correspondiente 
procedimiento de evaluación ambiental conforme a lo previsto en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre.  

 El informe podrá determinar también la obligación de someter la autorización del proyecto a las condiciones que se 
estime oportuno para mitigar o compensar posibles afecciones ambientales del mismo, así como a condiciones 
relativas al seguimiento y plan de vigilancia del proyecto. La instalación no podrá ser objeto de autorización de 
construcción o explotación si no se respetan dichas condiciones.  

e) El informe de determinación de afección ambiental será publicado en la web del órgano ambiental y 
notificado al promotor y órgano sustantivo en un plazo máximo de diez días.  

4. El informe de determinación de afección ambiental perderá su vigencia y cesará en los efectos que le son propios si el 
proyecto no fuera autorizado en el plazo de dos años desde su notificación al promotor. 

 No obstante, cuando se trate de proyectos incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 1 del Real Decreto-ley 
23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la 
reactivación económica, si el informe determina que el proyecto puede continuar con la correspondiente tramitación 
del procedimiento de autorización por no apreciarse efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, tendrá 
el plazo de vigencia y surtirá los efectos de cumplimiento de los hitos administrativos a los que se refieren sus 
apartados 1.a).2.º y 1.b).2.º 

5. El informe de determinación de afección ambiental no será objeto de recurso alguno, sin perjuicio de los que, en su 
caso, procedan en vía administrativa y judicial frente al acto de autorización del proyecto. 

6. El procedimiento regulado en este artículo no tiene carácter básico y por tanto sólo será de aplicación a la 
Administración General del Estado y a sus organismos públicos. No obstante, en su ámbito de competencias, las 
Comunidades Autónomas podrán aplicar lo dispuesto en este artículo únicamente para los proyectos a los que se 
refiere el apartado 1. 

 

JUSTIFICACIÓN: 

Se plantea eliminar el trámite de evaluación de impacto ambiental contemplado en la Ley 21/2013, de 
Evaluación ambiental y su correspondiente garantía de información pública y participación ciudadana, para 
instalaciones industriales de energía de hasta 75 MW eólicos o 150 MW solares fotovoltaicos, que se 
presenten antes del 30/12/2024, lo cual supone una grave regresión en materia de protección ambiental 
que la Ley de Cambio Climático prohíbe. 
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Donde ahora la avalancha de iniciativas sin rigor, que surgen sin solvencia, sin conexiones de evacuación 
viables, sin una previa planificación y sin su correspondiente evaluación ambiental estratégica, 
desatendiendo en suma a varios marcos legales, está generando problemas sociales y ambientales en toda 
España, esta propuesta los multiplicaría generando nuevos conflictos legales en cada caso, sin justificación 
concreta que lo soporte. La nueva planificación de Red Eléctrica reconoce que las actuales solicitudes de 
conexión triplican el aumento de generación eléctrica renovable previsto en el Plan Nacional Integrado de 
Energía y Clima. 

Se apoya en una Zonificación Ambiental elaborada por el MITERD para la implantación de energías 
renovables que es meramente indicativa, la cual queda convertida aquí en disposición reglamentaria de 
carácter general, cuando carece de los requisitos mínimos de toda disposición de carácter general. 

Suprimir el trámite derivado de Directiva Comunitaria, otorgando el carácter de excepción general a estos 
desarrollos atenta contra la propia Directiva 2011/92/UE por la regresión en la protección ambiental que 
esto supone , vulnera el Convenio de Aarhus al eliminar la participación pública en la toma de decisiones que 
afectan al medio ambiente, y vulnera la Directiva 2001/42/CE de evaluación ambiental de planes y 
programas al no haberse sometido a una evaluación adecuada los efectos sobre el medio ambiente que 
supondría la eliminación de dicho trámite a la avalancha de proyectos de renovables que están siendo tan 
contestados por la sociedad. 

Supone, además, una gran inseguridad jurídica, por cuanto utiliza, de facto, la vía de excepción, que la 
Directiva 2011/92/CE contempla para casos concretos en su artículo 2.4 para una pluralidad de proyectos 
indeterminados, cuando el artículo 4.2, en el que supuestamente se ampara esta excepción, no es de 
aplicación a casos excepcionales (los presentados antes de 21/12/2024) sino para un tipo de proyectos 
previstos en sus Anexos que, precisamente ya han sido incorporados a la Ley 21/2013 de evaluación 
ambiental, con la que entrará en conflicto. 

Es por todo ello UNA NORMA INCONSTITUCIONAL. 

Dado que alienta a los promotores a un nuevo proceso alocado de presentación de iniciativas, que se solapa 
con la confusión actual, los conflictos sociales y judiciales están garantizados. 

Normativa de referencia —jerárquicamente prevalente— contra la cual choca este artículo): 
 
  Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, relativa a la 

evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente. 

  Directiva 2014/52/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de abril de 2014 por la que se 
modifica la Directiva 2011/92/UE, relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados 
proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 

  Convenio sobre evaluación del impacto en el medio ambiente en un contexto transfronterizo, 
hecho en Espoo, en 1991. 

  Convenio europeo del Paisaje elaborado por el Consejo de Europa, que lo aprobó en el año 2000 
en Florencia (Italia). España lo ratificó el 30 de noviembre de 2007 y entró en vigor el 1 de marzo de 
2008. 

  Convenio de Aarhus. Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la 
toma decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Hecho en Aarhus 
(Dinamarca) el 25 de junio de 1998. 
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ENMIENDA PA 02 

De Supresión 

Del Artículo 7 

 

Texto 

Artículo 7. Procedimientos simplificados de autorización de proyectos de energías renovables. 

Con el fin de lograr una reducción de la dependencia energética, la contención de precios y la garantía del suministro, se 
declaran de urgencia por razones de interés público, los procedimientos de autorización de los proyectos de generación 
mediante energías renovables competencia de la Administración General del Estado, que hayan obtenido el informe de 
determinación de afección ambiental favorable y siempre sus promotores soliciten acogerse a este procedimiento 
simplificado de autorización antes del 31 de diciembre de 2024. 

Estos procedimientos se tramitarán conforme al Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las 
actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones 
de energía eléctrica, aplicándose la reducción de plazos prevista en este artículo y demás efectos previstos por el 
artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y de acuerdo con las siguientes especialidades: 

1. Se efectuará de manera conjunta la tramitación y resolución de las autorizaciones previa y de construcción definidas 
en los párrafos a) y b) del apartado 1 del artículo 115 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre. A este efecto: 

a) De conformidad con lo indicado anteriormente, el promotor presentará una solicitud del procedimiento 
simplificado de autorización de proyectos de energías renovables acompañada del informe de determinación 
de afección ambiental favorable y del proyecto de ejecución. 

b) El proyecto de ejecución deberá cumplir con los requisitos técnicos que están recogidos en la normativa 
sectorial de aplicación, en particular con los establecidos en el Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, en 
el Reglamento sobre condiciones técnicas y garantías de seguridad en instalaciones eléctricas de alta tensión 
y sus Instrucciones Técnicas Complementarias ITC-RAT 01 a 23, aprobado por el Real Decreto 337/2014, de 9 
de mayo, y en el Reglamento sobre condiciones técnicas y garantías de seguridad en líneas eléctricas de alta 
tensión y sus instrucciones técnicas complementarias ITC-LAT 01 a 09, aprobado por el Real Decreto 
223/2008, de 15 de febrero. 

c) Se unifican los trámites regulados en los artículos 127 y 131 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, 
relativos a la información y la remisión del proyecto de ejecución a las distintas Administraciones, organismos 
o, en su caso, empresas de servicio público o de servicios de interés general en la parte de la instalación que 
pueda afectar a bienes y derechos a su cargo. Los plazos previstos en estos artículos se reducirán a la mitad. 

d) El trámite de información pública regulado en los artículos 125 y 126 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de 
diciembre, se realizará simultáneamente con el previsto en el apartado a) y sus plazos quedan reducidos a la 
mitad. 

e) Finalizados dichos trámites, el área funcional o, en su caso, la dependencia de Industria y Energía competente 
para la tramitación remitirá, en el plazo de quince días, el expediente completo acompañado de su informe, 
de acuerdo con lo previsto en los artículos 127.5 y 131.5 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, a la 
Dirección General de Política Energética y Minas, a efectos de resolución. 

2. En el supuesto de que se solicite la declaración de utilidad pública, esta deberá presentarse junto a las solicitudes de 
autorización administrativa previa y de construcción, acompañada de la documentación establecida por el artículo 
143 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, para su tramitación simultánea. A estos efectos: 

a) El trámite de información a otras Administraciones públicas regulado en los artículos 146 y 147 del Real 
Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, se unifica con el previsto en el apartado 1.b) de este artículo, y se 
realizará en los mismos plazos. 

b) El trámite de información pública regulado en los artículos 144 y 145 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de 
diciembre, se unifica con el previsto en el apartado 1.c) de este artículo, se realizará en los mismos plazos. 
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c) El área funcional o, en su caso, la dependencia de Industria y Energía competente para la tramitación remitirá 
a la Dirección General de Política Energética y Minas el expediente e informe conjuntamente con el previsto 
en el apartado 1.d) anterior. 

 

JUSTIFICACIÓN: 

La supresión del artículo 6 exige la eliminación de este artículo dada la conexión directa, ya que se refiere a 
los mismos proyectos contemplados en dicho artículo que dispongan del “informe de determinación 
ambiental” que en él se regula. 

Por otro lado, mientras que el debate en muchos conflictos ante Tribunales en España se asienta sobre el 
Real Decreto 1955/2000, la propuesta gubernamental plantea eliminar cualquier control razonable sobre las 
tramitaciones eléctricas, con innegables connotaciones ambientales y en claro retroceso para el derecho a la 
participación pública y acceso a la justicia. 

Tan es así, que los propietarios que hubiesen de ser expropiados para la instalación de energías renovables 
tendría apenas 15 días para informarse, buscar asesoramiento y alegar, si es que llegan a enterarse de la 
tramitación de estas autorizaciones, ya que no se contempla la notificación personal en el procedimiento 
que este artículo 7 regula ni en el Real Decreto 1955/2000 citado. 
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ENMIENDA PA 03 

De Modificación/Supresión parcial 

Del Disposición final cuarta/Apartados Uno y Dos 

 

Texto 

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos. 

Se modifica la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, en los siguientes aspectos: 

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 55, con el siguiente tenor literal: 
«3. No requerirán autorización administrativa los proyectos de instalaciones necesarias para la defensa 
nacional consideradas de interés militar, conforme a la Ley 8/1975, de 12 de marzo, de zonas e 
instalaciones de interés para la defensa nacional, y su normativa de desarrollo ni las plantas de 
regasificación ubicadas en el archipiélago canario que tengan como uso principal alimentar a 
instalaciones de generación de energía eléctrica, pudiendo tener usos secundarios como la alimentación a 
puertos y a buques.» 

Dos. Se modifica el párrafo b) del apartado 2 del artículo 59, que queda redactado como sigue: 
«b) Las plantas de regasificación de gas natural licuado que puedan abastecer el sistema gasista y las 
plantas de licuefacción de gas natural. Quedan exceptuadas de las anteriores las instalaciones referidas 
en el artículo 55.3, así como las líneas de conducción de gas natural asociadas a las mismas y dedicadas 
en exclusividad a la alimentación de las centrales eléctricas, puertos y buques.» 

Tres. Se modifica el contenido del artículo 78 que queda redactado como sigue:  

«Artículo 78. Líneas directas. 

1. Se entiende por línea directa al gasoducto complementario del sistema gasista, destinado al suministro 
exclusivo de un consumidor mediante una conexión directa con la red de transporte o a la conexión de una 
planta de producción de gases renovables con el sistema gasista destinada a la inyección de gas en él. 

2. Las líneas directas quedarán excluidas de la planificación en materia de hidrocarburos y de la aplicación 
de las disposiciones en materia de expropiación y servidumbres establecidas en la presente ley, 
sometiéndose al ordenamiento jurídico general. 

3. Los consumidores, así como los productores de gases renovables, podrán construir las líneas directas 
por sus propios medios, o solicitar su construcción a una empresa transportista o a la empresa 
distribuidora con autorización administrativa en la zona. La titularidad de la línea directa será del 
consumidor o productor de gas renovable. Las líneas directas estarán excluidas del régimen retributivo de 
las actividades de transporte y distribución. 

4. El titular de la línea directa deberá permitir la apertura a terceros conforme a lo que 
reglamentariamente se disponga. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia resolverá los 
conflictos de conexión y acceso que se produzcan. 

5. Con independencia de su presión máxima de diseño, la tramitación de estas instalaciones 
corresponderá al órgano competente de la Comunidad Autónoma por donde discurren, excepto cuando 
atraviesen más de una, en cuyo caso la autorización corresponderá a la Administración General del Estado 
conforme al procedimiento general de autorización, establecido en el título IV del Real Decreto 
1434/2002, de 27 de diciembre. 

En el caso de líneas directas de inyección será necesario informe vinculante del Gestor Técnico del Sistema.  

6. Los consumos que se alimenten mediante una línea directa o acometida desde una planta de 
regasificación de la red básica cumplirán las obligaciones establecidas en la presente ley, y en particular 
las derivadas del artículo 98, con infraestructuras que no se encuentren incluidas en la red básica.» 
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Cuatro. Se añade una nueva letra d) en el artículo 103.1 que queda redactado como sigue: 
«d) Las plantas de regasificación a que se refiere el artículo 55.3 así como las líneas de conducción de gas 
natural asociadas a las mismas y dedicadas en exclusividad a la alimentación de las centrales eléctricas, 
puertos y buques.» 

Cinco. Se añade una nueva letra aq) en el artículo 110 con la siguiente redacción: 
«aq) El incumplimiento, a partir del año de referencia 2023, de los objetivos y obligaciones que se 
establezcan en relación con la reducción de la intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero 
durante el ciclo de vida de los combustibles y la energía suministrados en el transporte». 

Seis. Se introduce la siguiente disposición adicional trigésima octava: 

«Disposición adicional trigésima octava. Suministro de gases renovables mediante canalizaciones 
aisladas. 

1. El suministro de gases renovables mediante canalizaciones, e instalaciones auxiliares, que sean 
aisladas, es decir, no conectadas al sistema gasista, tendrá la consideración de actividad de interés 
general, excluyendo en todo caso aquellas relativas a la producción de gases renovables y las líneas 
directas, definidas en el artículo 78. 

2. Las canalizaciones aisladas de gases renovables se declaran de utilidad pública a los efectos de 
expropiación forzosa y ejercicio de la servidumbre de paso, aplicándose lo dispuesto en el título V de la ley. 

3. Las canalizaciones aisladas de gases renovables no requerirán su inclusión en la planificación en 
materia de hidrocarburos. 

4. Con independencia de su presión máxima de diseño, la tramitación de estas canalizaciones aisladas 
corresponderá al órgano competente de la comunidad autónoma por donde discurran, excepto cuando 
atraviesen más de una comunidad autónoma, en cuyo caso la autorización corresponderá a la 
Administración General del Estado conforme al procedimiento general de autorización, establecido en el 
título IV del Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre. En ambos casos, y cuando la presión máxima de 
diseño sea superior a 16 bar, la autorización requerirá informe previo preceptivo de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia. Adicionalmente, en el caso de canalizaciones de hidrógeno conectadas 
a electrolizadores alimentados por la red eléctrica será necesario informe vinculante del Operador del 
Sistema Eléctrico. 

La tramitación de instalaciones con presión máxima de diseño superior a 16 bar que sea competencia de 
las comunidades autónomas requerirá, además, informe preceptivo y vinculante de la Dirección General 
de Política Energética y Minas del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 

El acceso de terceros a estas instalaciones será negociado con base en principios de transparencia, 
objetividad y no discriminación, de forma que se asegure una rentabilidad razonable al titular, conforme a 
una empresa eficiente y bien gestionada, estableciendo la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, si se considerase oportuno, los criterios de acceso. Se podrá solicitar la reserva de una parte 
de la capacidad de la conducción para aquellos centros de producción de gases renovables que se 
construyan simultáneamente con la canalización o durante los tres años siguientes. 

5. Estas instalaciones no devengarán retribución regulada y los ingresos por el acceso negociado que 
perciba el titular no deberán declararse en el procedimiento de liquidaciones. 

6. En función de su presión máxima de diseño, el titular de estas instalaciones tendrá la consideración de 
transportista o distribuidor a efectos de derechos, obligaciones, infracciones, sanciones, procedimiento 
sancionador y seguridad de suministro que le sean de aplicación y que se encuentren establecidos en la 
presente ley y en su normativa de desarrollo, con las especificidades derivadas de la naturaleza del 
combustible suministrado. Igualmente deberá cumplir con el resto de normas que sean de aplicación y en 
especial aquellas relativas a la seguridad industrial y la protección del medio ambiente. 

La conexión de nuevos ramales, que no tengan la consideración de líneas directas, con las instalaciones 
objeto de esta disposición adicional, será autorizada conforme a lo dispuesto en el apartado tercero. 

7. La comercialización de gases renovables mediante estas instalaciones se realizará conforme lo 
dispuesto en el capítulo VI del título IV de la ley. La empresa que realice la actividad de comercialización 
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deberá estar registrada conforme al dispuesto para los comercializadores de gas natural y estará sujeta a 
los derechos y obligaciones de los comercializadores de gas natural que sean de aplicación, con la 
excepción de la obligación de mantenimiento de existencias mínimas de seguridad por el suministro de 
gases renovables. Esta actividad será compatible con la comercialización de gas natural y electricidad y 
estará sujeta a separación contable. 

8. A los consumidores conectados a estas instalaciones le serán de aplicación los derechos y obligaciones 
dispuestos para los consumidores de gas natural y su suministro se realizará conforme a lo dispuesto para 
el suministro de gas natural, siéndole también de aplicación las funciones y competencias de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia atribuidas en la presente ley y en la Ley 3/2013, de 4 de junio, 
de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en relación con el suministro de 
gas combustible por canalización. 

9. Los titulares de estas instalaciones tendrán la consideración de sujetos pasivos de la tasa aplicable a la 
prestación de servicios y realización de actividades en relación con el sector de hidrocarburos gaseosos, 
establecida en el anexo de la Ley 3/2013, de 4 de junio.» 

Redactado el apartado cinco conforme a la corrección de errores publicada en BOE, de 27 de abril de 2022. 

 

JUSTIFICACIÓN: 

Se plantea eliminar el trámite de autorización administrativa (y consecuentemente, el de evaluación de 

impacto ambiental / EvIA) para las plantas de regasificación en el archipiélago canario, en los Apartados uno 

y dos. 

Las autorizaciones administrativas previas sirven para garantizar, no solo el cumplimiento de los principios 

de objetividad, transparencia y no discriminación, sino que además garantizan que se ha acreditado que la 

actividad se desarrolla en condiciones técnicas y de seguridad adecuadas, que la protección al medio 

ambiente se ha tenido en cuenta y que se ha verificado que el emplazamiento de la instalación se adecua a 

la ordenación territorial. 

Eliminar esas garantías introduce inseguridad jurídica, con innegables connotaciones ambientales, una grave 

regresión en materia de protección ambiental que la Ley de Cambio Climático prohíbe y una vulneración del 

derecho constitucional de acceso a la justicia, además de una clara vulneración del derecho a la participación 

pública reconocido en la Constitución. 

 sta e cepción carece de mo  ación y omite que precisamente  la primera regasi cadora de  anarias en 

 ranadilla que se quiso construir fue anulada  udicialmente  anulación confirmada por el Tribunal Supremo 

por razones ambientales  por lo que esta modi cación pretender  a recuperar el proyecto anulado  con 

 ulneración del régimen de separación de poderes y artículo     de la  ons tución que obliga a cumplir las 

sentencias. 

Por todo ello  esta modi cación ser  a INCONSTITUCIONAL. Normativa de referencia contra la cual choca este 

artículo: 

  Directiva 2011/       rela  a a la e aluación de las repercusiones de determinados proyectos 

p blicos y privados sobre el medio ambiente. 

  Convenio de Aarhus. Convenio sobre el acceso a la información  la par cipación del p blico en la 

toma decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Hecho en Aarhus 

(Dinamarca) el 25 de junio de 1998. 

  Artículos 2  y     de la  ons tución. 
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ENMIENDA PA 04 

De Supresión 

Del Disposición final decimosexta 

 

Texto 

Disposición final decimosexta. Modificación de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 

ambiental. 

Se introduce una nueva disposición adicional decimonovena en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental, con la siguiente redacción: 

«Disposición adicional decimonovena. Priorización de expedientes de proyectos de generación eléctrica a 
partir de fuentes renovables. 

En la tramitación de los procedimientos de evaluación ambiental de proyectos de generación eléctrica a partir de 
fuentes renovables, se priorizará el despacho de los expedientes que correspondan a proyectos ubicados en zonas 
de sensibilidad baja y moderada, según la «Zonificación ambiental para la implantación de energías renovables», 
elaborada por el Ministerio de Transición Ecológica y el Reto Demográfico.» 

 

JUSTIFICACIÓN: 

Disposición superflua, dado que la zonificación citada no dispone de escala adecuada, no deja de ser 

orientativa, y decae frente al análisis ambiental debido, que —por otro lado— se pretende obviar 

eliminando la EvIA (Evaluación de Impacto Ambiental). 

Por otro lado esta Disposición está directamente vinculada al artículo 6, cuya eliminación se propone 

igualmente, por lo que carece de sentido mantenerla en el caso de que se acepte la eliminación de dicho 

artículo 6. 

 


